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QUE ADICIONA LOS ARTÍCULOS 99 Y 105 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA ROCÍO VILLARAUZ MARTÍNEZ, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA. 

La que suscribe, Rocío del Pilar Villarauz Martínez, integrante del Grupo Parlamentario de Morena, Diputada en la 

LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1 fracción I, 76 numeral 1 fracción II, 77, y 

78 del Reglamento de la Cámara de Diputados; someto a consideración de esta Honorable Asamblea la siguiente 

iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un párrafo al artículo 99, y se adiciona una fracción IV al 

artículo 105, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con base en la siguiente 

Exposición de Motivos 

A pesar de las múltiples luchas políticas y sociales que forman parte de la historia de nuestro país, la cultura 

política de las y los mexicanos ha sido gradual y a paso lento, pues en la mayoría de los gobiernos anteriores no se 

han preocupado por fomentar una participación activa, autónoma y propositiva de la ciudadanía para alcanzar una 

verdadera democracia, siempre han estado por encima los intereses personales. 

Este panorama ocasionó que prevalecieran rasgos autoritarios como el clientelismo y el corporativismo, los cuales 

en nada contribuyen al fortalecimiento de la democracia. 

En un régimen democrático necesitamos de una cultura política que le sea congruente, que pueda promover la 

participación y fortalecer sus instituciones; se requiere de autoridades que se preocupen por defender, proteger y 

garantizar el pleno ejercicio de los derechos de la ciudadanía, que respeten y se enmarquen en la voluntad del 

pueblo, en su poder de decisión. 

En una sociedad donde hay ciudadanos informados, el papel de éstos será activo, proporcionarán su voto de 

acuerdo con las posiciones ideológicas de los partidos políticos, y tendrán mayores elementos para exigir a los 

políticos que cumplan con sus promesas de campaña; en cambio, si el ciudadano está desinformado tenderá a ser 

pasivo, manipulable tanto por los medios de comunicación como por los mismos políticos, y por ello su voto se 

fundamentará más en una cuestión sentimental, poco crítica y objetiva. 

Una sociedad que se interesa en la política, y como consecuencia se informa de ella, tiene mayores posibilidades de 

poder influir mediante su participación en los procesos administrativos, políticos y electorales, pues solamente con 

conocimiento es que se puede desafiar a las autoridades. 

Desafortunadamente, durante muchos años hemos sido testigos de diversos acontecimientos en los que las mismas 

autoridades han sido autoras o co partícipes de fraudes, vulnerando la voluntad del pueblo que les otorgó ese voto 

de confianza para que fungieran como sus representantes. 

La confianza que se tenga en las instituciones políticas y electorales es un tema fundamental en el éxito de la 

democracia. En primer lugar, porque si la ciudadanía confía en sus instituciones, se informarán más sobre lo que 

acontece en ellas; en segundo, si la ciudadanía cree que las instituciones responden a sus demandas, participarán 

más con ellas, ya para mejorarlas, ya para demandarles mayor eficiencia o incluso querer formar parte de las 

mismas; y, en tercer lugar, si la ciudadanía confía en ellas, jamás intentarán desprestigiarlas o desaparecerlas; al 

contrario: las apoyarán para su permanencia, incluso en época de crisis. 

Como resultado de conflictos post electorales de 1988, los cuales ocasionaron acusaciones de fraude en la elección 

del Presidente de la República con el incidente conocido como “caída del sistema”, y cuyo resultado fue el 
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otorgamiento de la Presidencia a Carlos Salinas de Gortari, culminó en una serie de reformas constitucionales 

aprobadas el 4 de abril de 1990. 

Consecuencia de éstas reformas surgió el Instituto Federal Electoral, que sustituyó a la Comisión Federal Electoral, 

con la supuesta “intención” de contar con una institución imparcial que brindara certeza, transparencia y legalidad 

en las elecciones, lo cual como ya sabemos no aconteció. 

Ante la necesidad de ampliar las garantías de imparcialidad en el órgano supremo del Instituto Federal Electoral, en 

la reforma constitucional de 19 de abril de 1994, se introdujo la figura de los llamados “Consejeros Ciudadanos” 

quienes formarían parte del Consejo General de dicho instituto, siendo los que sustituirían a los antiguos consejeros 

magistrados, busca “aparentemente” de la autonomía de dicho Instituto. 

Posteriormente, tuvimos la reforma electoral en 1996, con la cual nuevamente se pretendía reforzar la autonomía e 

independencia del Instituto Federal Electoral al desligarlo del Poder Ejecutivo de su integración, creándose 

Comisiones Permanentes a cargo de Consejeros Electorales para que el Consejo General contara con mecanismos 

para supervisar las actividades del INE. 

El Tribunal Federal Electoral fue el órgano jurisdiccional en materia electoral, cuya finalidad fue resolver las 

impugnaciones electorales, dar autonomía a la materia electoral y la “supuesta protección de derechos políticos” 

Actualmente, existe el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación como órgano especializado del Poder 

Judicial de la Federación, encargado de: 

• Resolver controversias en materia electoral, 

• Proteger los derechos político-electorales de los ciudadanos, e 

• Impartir justicia en el ámbito electoral. 

Para el ejercicio de sus funciones está conformado por una Sala Superior, Salas Regionales y una Sala 

Especializada. 

Sin embargo, continuamos siendo observadores de la arbitrariedad e imparcialidad en muchas de sus resoluciones, 

que para nada han velado por la defensa de los intereses del pueblo, y dado que su naturaleza jurídica es ser la 

máxima autoridad jurisdiccional en materia electoral, al tener la última palabra para resolver conflictos que 

emergen de cualquier elección en México, no se puede ejecutar ninguna acción legal en contra de sus resoluciones, 

por lo que deben ser acatadas. 

Es por todo lo anterior, que considero necesario la realización de cambios en la regulación jurídica que actualmente 

prevalece en nuestra constitución, e ir adecuando la normatividad conforme a los acontecimientos que vivimos día 

con día, en pro de una verdadera democracia, y que realmente contribuya a brindar certeza jurídica, consolidar un 

modelo de tribunal abierto, autónomo e imparcial y garantizar el ejercicio efectivo de los derechos político- 

electorales, sin vulnerar y sin intromisiones en la vida interna de los partidos políticos. 

Las prácticas fraudulentas, el abstencionismo y el descrédito cada vez mayor en las autoridades electorales 

ocasiona que los comicios dejen de ser libres, equitativos y pierdan el reconocimiento social. 

La iniciativa propone establecer caso de excepción en los asuntos que sean del conocimiento del Tribunal Electoral 

y por lo tanto dotar de facultades a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para que como máximo tribunal de 
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constitucionalidad del país y de manera excepcional, ejerza facultad de atracción para analizar y resolver asuntos 

que sean de conocimiento de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, siempre 

que sean asuntos de su interés por considerarse de relevancia y trascendencia nacional y que tenga como finalidad 

asegurar el respeto al voto público, así como considerar que existe el temor fundado de vulneración de derechos 

políticos electorales de la ciudadanía y/o se cometa violación a la autodeterminación de los partidos políticos. De 

esta forma se contará con un mecanismo jurídico adicional que abonará a la trasparencia, imparcialidad y 

democracia por la cual se lucha tanto en este Gobierno. 

Es así que nuestro deber como legisladores es evitar que continúen dándose de manera ilegal intromisiones del 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en procesos internos de partidos políticos, como 

recientemente aconteció en el caso de MORENA en su renovación interna, claro ejemplo de haber vulnerado la 

autodeterminación de los partidos políticos que consagra nuestra Constitución Federal, y sin la posibilidad de poder 

atacar su resolución ante la inexistencia de recurso legal que lo posibilitara. 

La justicia y equidad electoral son problemáticas que han estado presentes en las discusiones políticas de nuestro 

país por muchos años, siendo temas que debaten y dividen a los mexicanos. 

Es necesario frenar la interacción que continúa dándose entre el sector privado y las instituciones, ya que actúan de 

manera ilegal en los procesos en materia electoral, ocasionando desconfianza de la sociedad en la acción política, 

en perjuicio de la lucha que tenemos por vivir en democracia, y para ello es necesario que haya mayor vigilancia y 

control jurídico al existente que pueda ser un contrapeso a los intereses políticos, a la pretensión de cometer actos 

arbitrarios donde las mismas instituciones sean partícipes. 

La justica electoral podrá ser más viable de alcanzar si se logra materializar la presente propuesta de reforma, al ser 

nuestro máximo tribunal constitucional el encargado de dirimir las controversias que se susciten en materia 

electoral en los casos de excepción que se proponen. 

Dicho lo anterior, con la finalidad de ilustrar el contenido de la presente Iniciativa, a continuación, se expone el 

siguiente cuadro comparativo: 
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Con base en lo expuesto y fundado, someto a la consideración de esta soberanía, el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se adiciona un párrafo al artículo 99, y se adiciona una fracción IV al artículo 105, todos 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Único. Se adiciona un párrafo quinto al artículo 99, recorriéndose los subsecuentes, y se adiciona una fracción IV 

al artículo 105, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 99. El Tribunal Electoral será, con excepción de lo dispuesto en la fracción II del artículo 105 de esta 

Constitución, la máxima autoridad jurisdiccional en la materia y órgano especializado del Poder Judicial de la 

Federación. 

... 

... 

Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en forma definitiva e inatacable, en los términos de esta Constitución 

y según lo disponga la ley, sobre: 

I. a la X. ... 

Sin embargo, con la finalidad de garantizar el orden constitucional del país, la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación podrá atraer para su análisis y resolución los expedientes que sean de conocimiento de la 

Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, cuando sean asuntos de su 
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interés por considerarlos de gran relevancia y trascendencia nacional, y cuya finalidad sea el 

aseguramiento de respeto al voto público, exista temor fundado de que de no hacerlo se incurra en la 

vulneración de derechos político electorales de la ciudadanía, y/o se cometa alguna violación a la 

autodeterminación de los partidos políticos. Lo anterior, sin que haya suspensión de los plazos 

correspondientes. 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, 

de los asuntos siguientes: 

I. a la III. ... 

IV. Aquellos a los que se refiere el párrafo quinto del artículo 99 de esta Constitución. 

... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Ciudad de México, a 14 de septiembre de 2020. 

Diputada Rocío del Pilar Villarauz Martínez (rúbrica) 


